Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:33). 

—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


«Solicitud de audiencia del señor Paolo Cataldi, de 4 de agosto, en relación a la Ley N* 18.471, de 27 
de marzo de 2009, sobre maltrato animal. (Enviado por correo electrónico el 4 de agosto). 


Nota del señor Paolo Cataldi, de 11 de agosto, ampliando la información remitida el 4 de agosto». 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene mucho gusto en recibir al doctor Risso, a fin 
de brindar su opinión sobre el proyecto de ley relativo a la ciudadanía natural. 


Tiene la palabra el doctor Risso. 


SEÑOR RISSO.- Agradezco la invitación, porque siempre es una distinción y un gusto ser convocado 
por una Comisión parlamentaria. 


Hoy les voy a retribuir el gusto porque seré extraordinariamente breve. Es un tema muy 
conocido por los señores Senadores. Además, se trata de un proyecto de ley de dos artículos que no 
genera mayores problemas. 


Voy a hacer algún comentario general sobre la ciudadanía y la nacionalidad, daré mi posición 
y mencionaré algunas cosas sobre el artículo 74 de la Constitución y, luego, realizaré un rápido análisis 
del proyecto de ley 


; El comentario general -que no es a favor o en contra del proyecto de ley— es que estas 
nociones de nacionalidad y ciudadanía muy vinculadas entre sí —ciudadanía referida a los derechos 
internos de la persona de poder votar, participar en la vida política, y la nacionalidad referida a los 
estatutos del Derecho Internacional, es decir, protección diplomática, derecho a no ser expulsado de su 
país, derecho a ser recibido en su propio país- han cambiado mucho y hoy las discusiones que están 
dando son bastante distintas a las que se daban no hace muchos años atrás. 


Tradicionalmente, hubo dos grandes criterios que son ¡us sanguinis y ¡us soli, es decir, lugar 
de nacimiento y de quien es hijo la persona. En base a esto se definía la nacionalidad y también la 
ciudadanía. Existía un segundo concepto que era básicamente subsidiario o, se remitía, como ocurre 
en el Uruguay para los ciudadanos legales, que atendía al domicilio, al lugar de trabajo, de actividad 
económica, etcétera. 


El desarrollo de estos conceptos en estos términos corresponde a una época en que la 
movilidad de las personas era extraordinariamente muy limitada y cuando se producía, muchas veces 
era para siempre, no había marcha atrás. Hoy lo que se vienen analizando —hay varios trabajos en 
Europa-— los cambios en la materia. En primer lugar, un elemento que todos conocemos es la increíble 
movilidad que tienen las personas en la actualidad que está impactando directamente en esto y, en 
segundo término, se observa una pérdida de la noción de nacionalidad. Esto se ve fuertemente en 
Europa, por la Unión Europea, pero también, en general sucede en todo el mundo, parece que cada 
vez más aquel viejo concepto de patria se limita a los mundiales de fútbol o alguna otra cosa, pero se 
observa un deterioro trascendente. 


Hoy la gran discusión que hay en el mundo en general, en materia de nacionalidad y de 
ciudadanía, está vinculada con el lugar de residencia, algo que antes no existía. En la actualidad, lo 
que se discute en el mundo es si los mexicanos, los centroamericanos y los sudamericanos que 
residen legal o ilegalmente en Estados Unidos deben o no votar en ese país. Esa es la preocupación, 
que puedan votar y participar; eso les preocupa más que el hecho de que puedan llegar a tener 
protección diplomática de su país de origen. Está claro que los mexicanos no necesitan la protección 
de la embajada de su país, sino que quieren la protección que les da el ser ciudadanos de los Estados 
Unidos. Por lo tanto, ha habido un cambio realmente importante en este sentido. 


Señalo esto porque el proyecto de ley tiende a aumentar o a privilegiar el ius sanguinis que no 
es lo que se está discutiendo habitualmente y esto no quiere decir que esté mal o que no se pueda 
hacer. Lo mismo está sucediendo en Europa con los africanos y ante esto nos preguntamos si Europa 
tiene derecho a cerrar sus fronteras. Aquí nuevamente está en crisis la noción de nacionalidad. 


El otro tema al que quiero referirme es el relativo al artículo 74 de la Constitución. Como 
saben, en relación a la segunda oración de este artículo, hay dos o tres grandes interpretaciones en 
nuestro país y me parece que nadie puede atribuirse una vocación de verdad en la materia. Por mi 
parte, coincido con la interpretación tradicional de Jiménez de Aréchaga y de Casinelli, que es la que 
se ha sustentado en el Uruguay, incluso en la propia norma que se está modificando en este caso. 
Creo que en la segunda oración del artículo 74, la expresión «oriental» debe entenderse como 
comprendida o sinónima de las personas nacidas en el territorio. Me da la impresión que la primera 
oración de este artículo establece una solución de principio: son ciudadanos quienes hayan nacido en 
el territorio y, excepcionalmente y por lo tanto a interpretación estricta, las personas nacidas en el 
extranjero, hijos de padre o madre nacidos en el Uruguay. Entiendo que la posición contraria conduce, 
en cierta forma, a tironear un poco la Constitución, se desnaturaliza lo que dice este texto y se empieza 
a hacerle decir algo que no dice en cuanto a la admisión del criterio de ¡us sanguinis, lo que no surge 
de ella. 


El doctor Casinelli siempre mencionaba —y lo contaba aunque en realidad no estaba seguro 
porque era algo que le habían comentado- la historia de esta segunda oración del artículo 74. Él 
recordaba estas modificaciones del año 1918 y decía que en aquella época había un prestigioso 
abogado que había nacido en el extranjero, creo que en Buenos Aires, pero era hijo de madre y padre 
uruguayos y aspiraba a ser Presidente de la República. Como todos saben, para poder ser Presidente 
de la República, la Constitución de 1830 y la actual, exigen ciudadanía natural. Aparentemente, esta 
persona en la Asamblea Constituyente de 1917, logró que se incorporara esta modificación que 
prácticamente era para él, aunque luego nunca llegó a ser Presidente de la República. Me estoy 
refiriendo al doctor Juan Andrés Ramírez, quien hizo muchos aportes al Derecho Constitucional 
uruguayo, uno de ellos realmente increíble, en el año 1934, que fue el artículo 332. 


En definitiva, hay más de una posición pero esta es la mía que considero es mayoritaria a 
nivel doctrinal y la que se ha sostenido históricamente en nuestro país. Desde este punto de vista, creo 
que el proyecto de ley tiene un problema de inconstitucionalidad, dado que se está ampliando la 
nacionalidad ya no a los hijos de los ciudadanos nacidos en territorio uruguayo, sino también a sus 
nietos, aunque reconozco que esto es discutible. 


El texto del artículo 1% del proyecto le da a la nueva ley —quizás por modificar una anterior— 
una redacción un poco curiosa, porque diría: «Son ciudadanos nacionales, los nacidos en el territorio». 
El artículo 2* diría: «Son nacionales los hijos de los del artículo anterior»; y el artículo 3 diría: «Son 
ciudadanos los hijos del artículo anterior». Es decir, los nietos del artículo 1. Es una estructura un poco 
extraña. Acá aparece el problema de por qué se da la nacionalidad a los nietos, que es discutible, y por 
qué no a los bisnietos. Me parece que el artículo 74 puede ser interpretado —respeto la posición— 
entendiendo que habilita al ¡us sanguinis y podría bajarse en atención a la paternidad. Ahora, esto de 
cortar entre nietos y bisnietos no es ajustado a la Constitución, y genera problemas con el principio de 
igualdad: por qué los nietos sí, y los bisnietos, no. Me podrán decir, con razón, que es habitual en el 
derecho comparado. Por ejemplo, puedo decir por experiencia propia que ltalia concede la 
nacionalidad a determinado número de generaciones y luego lo corta. El problema es que la 
Constitución y la legislación uruguaya son distintas. Nuestra Constitución no habilita a que se corte, no 
dice «en los términos que establezca la ley», o sea que no daría pie para esa situación. Creo que el 


criterio de jus sanguinis no funciona, y que esto de habilitar a los nietos y no a los bisnietos puede crear 
un problema de inconstitucionalidad por violación del principio de igualdad. 


En cuanto al artículo 2% creo que no hay problema, se flexibiliza el análisis de los 
instrumentos para probar el avecinamiento; ahí no hay dificultades. En definitiva, y como comentario 
final, me parece que hay un problema en el sentido de que a nivel doctrinal “desde hace unos cuantos 
años— se empezó a tironear el artículo 74, y a repetir cosas que en cierta forma son contrarias al texto. 
O sea que al artículo se le está haciendo decir que admite el criterio del ¡us sanguinis; estamos 
haciendo que diga algo que no dice. Si el criterio del constituyente hubiera sido ese, el artículo 74 diría: 
«Son ciudadanos naturales de la República Oriental del Uruguay las personas nacidas en el territorio y 
los hijos de ciudadanos». Me parece que este giro tan extraño que hace el artículo confirma la 
excepcionalidad y los problemas que se tienen en la actualidad. 


Es cuanto quería decir, y quedo a disposición de los señores Senadores para cualquier 
consulta. 


SEÑOR MIERES.- Entiendo que, a juicio del doctor Risso, hay inconstitucionalidad en la medida en 
que el artículo 74 no permite una extensión generacional —diría—, es una excepción y por lo tanto, 
requiere una interpretación estricta. Lo que no me quedó claro es lo que agregó el doctor Risso 
respecto a que es polémico. La pregunta es: ¿cuál es el argumento alternativo? No es el que defiende 
el doctor Risso, pero me gustaría conocerlo. 


SEÑOR RISSO.- El término «oriental» no es sinónimo de ciudadano nacido en el territorio, sino de 
ciudadano, es decir que incluiría a los nacidos en el territorio y los de fuera del territorio hijo de padre o 
madre oriental. A mi juicio, esta interpretación conduce a que tengamos dos criterios ¡us soli y 
¡us sanguinis. Eso no es lo que surge del artículo 74, pero es la explicación. 


Además, se agrega -y eso sí es correcto— una interpretación en favor de los derechos que se 
están confiriendo, y en base a eso se hace la interpretación más amplia de la expresión «oriental». 


SEÑOR PRESIDENTE.- El doctor Risso formuló dos inquietudes. Una la acaba de plantear el señor 
Senador Mieres, respecto a por qué era la discusión. El doctor Risso da la versión, que no es la de él, 
de que se podría pensar que «oriental» es todo aquel ciudadano más allá de si nació o no en el 
territorio, por lo tanto, ahí sí cabría la interpretación. Pero, a renglón seguido dice que si se mantiene 
esa interpretación, el artículo propuesto «renguea» —digámoslo así- por no dar la ciudadanía a los 
bisnietos, y así sucesivamente, por el principio de igualdad. Entonces, consulto si quienes no somos 
juristas y estamos de acuerdo con esta última interpretación, para ser coherentes con ella —y si 
entendemos su razonamiento, aunque sé que esa no es su opinión— y que no haya un problema en 
cuanto al principio de igualdad deberíamos, en todo caso, ampliar esto a las sucesivas generaciones, 
en la medida en que sigan naciendo de hijos de padre o madre oriental. 


SEÑOR RISSO.- Creo que en eso hay dos aspectos diferentes y que existe un problema de 
inconstitucionalidad. No se puede bajar del nivel de hijos de padre o madre nacidos en el territorio. Si 
se considera que se habilita, ¡us sanguinis en la segunda oración del artículo 74, se genera un 
problema que creo que, en cierta forma, confirma lo anterior. La Constitución no da pie para que se 
establezcan límites en materia de generaciones, por lo que este corte que se hace entre nietos y 
bisnietos no está habilitado. En lo personal, creo que la voluntad de la Constitución no es seguir porque 
sería absurdo que un tataranieto —y así sucesivamente— de un uruguayo siga siendo uruguayo, pero el 
problema es que nuestra Constitución no quiere esta solución. Si fuera correcta creo que habría un 
problema —y aquí me pongo en la otra posición— respecto del principio de igualdad, al excluir a algunos 
y aceptar a otros, es decir, por aceptar a los nietos y excluir a los otros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿De esa forma, se daría en casos de tataranietos? Entiendo que sería posible 
en la medida en que la persona se avecinase. 


SEÑOR RISSO..- Sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- O sea que si alguien nacido en Francia, hijo de oriental, no se avecina y no 
reclama su ciudadanía natural, el hijo de esa persona ya no sería uruguayo, por la última frase, 
después de la coma, del artículo 74 de la Constitución: «por el hecho de avecinarse en el país e 
inscribirse en el Registro Cívico». 


Lo pregunto para que quede claro este aspecto. 


SEÑOR RISSO.- Aquí hay dos conceptos que hay que separar: el de ciudadanía y el de nacionalidad. 
La Constitución solamente habla de ciudadanía, excepto en el artículo 81, que dice que la nacionalidad 
no se pierde nunca y la ciudadanía sí. Se trata de dos conceptos distintos. 


El artículo 74 habla de ciudadanía. Para ejercer los derechos de ciudadano, el hijo de 
uruguayos —o nieto o bisnieto— tiene que venir y avecinarse; este caso es para la ciudadanía, para 
votar internamente. Pero la iniciativa y las modificaciones que se están proponiendo hablan de la 
nacionalidad y para este concepto no se requiere ningún tipo de avecinamiento, y es lógico que sea así 
porque cuando hablamos de nacionalidad nos referimos a la protección internacional del sujeto. Esto 
significaría que el nacional nacido en el extranjero, si quiere ser ciudadano tiene que avecinarse, pero 
aunque no lo haga va a tener la protección diplomática, podrá acudir a una embajada en el extranjero y 
pedir esa protección o, si viene a Uruguay por cualquier motivo, nuestro país no podrá negarle la 
entrada porque va a ser un nacional. Reitero que creo que se trata de dos conceptos distintos. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero hacer dos preguntas. La primera: ¿quiénes serían, hipotéticamente, 
los legitimados activamente para accionar, si esto fuera considerado inconstitucional? 


La segunda tiene que ver con el concepto de avecinamiento que, obviamente, puede 
reglamentarse por ley. Sin embargo, es obvio que esa ley debe estar dentro de determinados marcos 
que implican los conceptos de avecinamiento. En definitiva, quiero saber si es que hay algún tipo de 
concepto general dentro del cual debiéramos manejarnos, porque la ley es bastante laxa y la queremos 
hacer aún más laxa ya que alcanza con uno solo de esos requisitos. 


No quiero seguir adelantando mi opinión en el tema, pero me gustaría conocer la del doctor 
Risso. 


SEÑOR RISSO..- El primer tema es el de la legitimación activa. 


Precisamente, la legitimación activa en materia de derechos humanos está dando un giro 
importante y está presentando cambios a nivel internacional que todavía no han llegado a Uruguay, 
aún no se han visto aquí. Y el cambio —de hace 40 o 50 años—, justamente, que viene de Estados 
Unidos, es una ampliación de la legitimación activa. En derechos humanos —acá estamos hablando de 
derechos humanos, de derechos políticos-, en Uruguay se tienden a ampliar los conceptos 
tradicionales. En cuanto a los conceptos tradicionales en el Uruguay que se aplican al día de hoy, los 
únicos que tendrían legitimación para plantear la inconstitucionalidad serían los bisnietos o los 
tataranietos de orientales que, pese a estar en línea, se les está quitando la nacionalidad. Son los 
únicos que pueden reclamar. Reitero: de acuerdo a los criterios internacionales, quizá se pueda ampliar 
un poco más. O sea que, concretamente, es imposible que se plantee la inconstitucionalidad de la ley, 
es una hipótesis extrañísima la que podría ocurrir; por lo menos en la situación actual no se ve que 
pueda pasar. 


En cuanto a los conceptos de avecinamiento, lo que establece el artículo 4% son los 
conceptos que tradicionalmente ha utilizado la doctrina en el Uruguay desde Jiménez de Aréchaga, 
como la permanencia en el país por un lapso determinado —nadie sabe de cuánto, pueden ser tres, 
cuatro, seis meses, aunque no puede ser más de un año porque se podría obtener la ciudadanía legal 
o sea que, indudablemente, hay que expresarlo en meses-, el arrendamiento, la promesa de adquirir o 
adquisición, la instalación de comercio o industria, el acceso a empleo público-privado, la inscripción y 
concurrencia a un centro de estudio público o privado. Estos son los criterios habituales, lo único que 
hace el proyecto de ley es aclarar que no hay que justificarlo todo, sino que basta con justificar uno 


solo. Desde el punto de vista jurídico no veo problemas, desde el punto de vista político obviamente no 
voy a Opinar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradecemos su presencia. 
(Se retira de sala el doctor Risso). 
(Ingresa a sala el doctor Correa Freitas). 


—Continuando con la Comisión de Constitución y Legislación, damos la bienvenida a quien su 
momento fue colega nuestro, doctor Correa Freitas. En esta oportunidad lo invitamos para que nos dé 
su opinión jurídica sobre el proyecto de ley en consideración. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente, señores miembros de la Comisión de Constitución y 
Legislación de la Cámara de Senadores: en primer lugar, quiero expresar mi agradecimiento por la 
invitación. Es siempre un gran honor estar aquí, sobre todo porque me siento parte de la Casa. Estuve 
cinco años trabajando en esta Comisión, que es de las que más trabajo tiene en el Senado. En 
segundo término, deseo expresar mi enorme satisfacción por haber sido invitado para analizar este 
proyecto de ley que, en lo que me es personal, me da una gran alegría. ¿Por qué? Porque recoge lo 
que vengo enseñando en la cátedra de derecho constitucional desde 1984 a la fecha. 


A continuación voy a relatar algunos hechos que me parecen interesantes para entender este 
tema. 


En el año 1984 concurrí a Buenos Aires, República Argentina, a una jornada argentino-israelí 
de derecho comparado. La delegación estaba presidida nada menos que por el doctor Ramón Valdés 
Costa. La verdad es que no sabía qué tema ¡iba a desarrollar en ese congreso y cuando se lo pregunté 
me respondió que había muchos uruguayos que estaban preocupados por el problema de los hijos 
nacidos en el exterior. En 1984 estábamos al final de la dictadura militar, pero el gran problema era el 
exilio. 


Me puse a estudiar este tema —repito, a iniciativa del doctor Ramón Valdés Costa, gran 
profesor de derecho tributario y derecho financiero—- y confieso que cometí el atrevimiento de enfrentar 
o pretender enfrentar la posición doctrinal del doctor Justino Giménez de Aréchaga. ¿Por qué? Porque 
el tema es interesante. 


Justino Giménez de Aréchaga —el más grande constitucionalista que tuvo el Uruguay-, en su 
obra la Constitución nacional —años 1944-1945 analiza en forma exegética toda la Constitución 
uruguaya —en ese momento, la Constitución de 1942-— y sostiene una posición doctrinal con respecto a 
la nacionalidad y a la ciudadanía. En cierta forma sostiene la tesis tradicional de que el constituyente 
uruguayo confundió los conceptos de nacionalidad y ciudadanía y no hizo la distinción entre uno y otro 
como sí lo había hecho, por ejemplo, la Constitución española de Cádiz de 1812, y la Constitución 
chilena de 1828, las cuales, entre otras, sirvieron a los constituyentes de 1830. 


En el año 1957, el doctor Justino Giménez de Aréchaga cambia su postura radicalmente. En 
un artículo que publica en la revista de Derecho, Jurisprudencia y Administración —cuyo título es «El 
significado del vocablo uruguayo»— sostiene que en rigor solamente son uruguayos los nacidos en el 
territorio uruguayo y que, en definitiva, los hijos de padre o madre oriental nacidos en el exterior pero 
que se avecinen a nuestro territorio y se inscriban en el Registro Cívico Nacional, si bien son 
ciudadanos naturales, según el doctor Justino Giménez de Aréchaga son extranjeros. De acuerdo con 
esta teoría —que fue la que se enseñó en la Facultad de Derecho desde 1957 hasta 1984— tenemos: 
por un lado, nacionales y extranjeros y, por otro, ciudadanos naturales y legales. Según Justino 
Giménez de Aréchaga solamente son nacionales, es decir, uruguayos, los nacidos en el territorio de la 
República, mientras que los hijos de padre o madre oriental son extranjeros ciudadanos naturales. 


A propósito de esto quiero contarles algo importante y es que cuando este punto era 
planteado como pregunta muchos estudiantes perdían el examen de Derecho Constitucional. 


Se imaginan que con lo que estoy diciendo, que enseñaba Jiménez de Aréchaga, perdía el 98 
% de los estudiantes. 


En consecuencia, en el año 1984 escribí esta ponencia —que llevé a Buenos Aires— donde 
sostuve que, en rigor, si bien hay una confusión en la Constitución uruguaya, en realidad puede 
distinguirse, por un lado, nacionalidad y extranjería, y, por otro, ciudadanía natural y ciudanía legal. 
¿Por qué sostengo que, en rigor, la propia Constitución habla de nacionalidad? Porque en el artículo 81 
expresa: «La nacionalidad no se pierde ni aun por naturalizarse en otro país». Como ustedes saben, en 
nuestro país no existe la naturalización, pero sí en la República Argentina y en la República Federativa 
del Brasil. Se trata de un instituto por el cual un extranjero puede hacerse nacional de otro Estado. Es 
decir, un uruguayo puede hacerse nacional de la Argentina, que fue lo que hizo Carlos Gardel, que 
pesar de que nació en Tacuarembó, en determinado momento resolvió naturalizarse argentino. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hijo de padre oriental. 
SEÑOR CORREA FREITAS.- Por supuesto. 


Entonces, el constituyente vuelve a entrar en una contradicción porque por un lado habla de 
la nacionalidad y dice que esta no se pierde. ¿Qué significa este artículo? Que la Constitución 
uruguaya admite la doble nacionalidad. Quiere decir que un uruguayo, nacional uruguayo, puede tener 
otra nacionalidad, de cualquier otro país, “como ha pasado y sucede actualmente—, y no la pierde la 
uruguaya. De todas maneras, se le suspende y se expresa que para recuperar el ejercicio de los 
derechos de ciudadanía, basta con avecinarse en la República e inscribirse en el Registro Cívico. 
Como ustedes ven, acá se mezclan nuevamente los temas de nacionalidad y ciudadanía y, a 
continuación, dice que la ciudadanía legal se pierde por cualquier otra forma de naturalización ulterior. 
Acá hay una confusión, pero concretamente, si un ciudadano legal uruguayo —es decir, un extranjero, 
que haya obtenido la ciudadanía legal-, se naturaliza con posterioridad en otro país, pierde la ciudanía 
legal. 


Este tema, que en aquel momento fue una postura nueva en la doctrina constitucionalista 
uruguaya, recibió el apoyo legal en la llamada Ley Ortiz. Estoy hablando de la Ley N* 16.021, del año 
1989, promovida por el entonces Senador Dardo Ortiz. Pero había una particularidad: dicha ley, del 13 
de abril de 1989, soluciona el tema en cuanto a que declara quiénes tienen la calidad de nacionales, es 
decir, de uruguayos, que son los hombres y mujeres nacidos en cualquier punto del territorio de la 
república. Y también tienen la nacionalidad uruguaya, cualquiera fuere el lugar de su nacimiento, los 
hijos de cualquiera de las personas mencionadas en el artículo anterior. Acá el legislador, a mi juicio 
con buen criterio y siguiendo la tesis que expuse en 1984, estableció quiénes tienen derecho a la 
nacionalidad. Pero en el artículo 3% volvió nuevamente atrás, o sea, dio un paso adelante y volvió a dar 
un paso atrás. ¿Por qué? Porque en el artículo 3* volvió a admitir o a adherir a la tesis tradicional de 
Justino Jiménez de Aréchaga. Recordemos que él decía que solo son uruguayos los hombres y 
mujeres nacidos en el territorio de la república. Y entonces, ¿qué dice el artículo 3%? Los hijos de las 
personas a quienes por el artículo 2? de esta ley se les otorga la calidad de nacionales, nacidos fuera 
del territorio nacional, no tendrán en ningún caso la calidad de ciudadanos naturales. 


Hay que entender al legislador en el año 1989. Dio un paso que fue importante porque reguló 
el tema de la nacionalidad —que no estaba regulado en nuestro derecho positivo—, pero no se animó, 
por decirlo de alguna manera, a otorgar la ciudadanía natural a los nietos de uruguayos nacidos en el 
exterior. 


Critiqué esta postura de la Ley N* 16.021 y sigo haciéndolo desde 1993. Ese año publiqué la 
primera edición de mi libro Derecho constitucional contemporáneo —del cual llevo publicadas cuatro 
ediciones— y desde entonces he sostenido que el legislador cometió una injusticia, que fue el hecho de 
no reconocer la calidad de ciudadanos naturales a los hijos de las personas nacidas en el exterior, a 
quienes —según la Ley N* 16.021-— les concede la nacionalidad uruguaya. 


En la consulta que hice al Ministro de Relaciones Exteriores, Luis Almagro, con fecha 28 de 
octubre de 2012, dije: «Siempre tuve la esperanza de que, tarde o temprano, se cambiara este criterio 
restrictivo, discriminatorio, injusto e irracional que en mi concepto no tiene fundamento alguno en la 
Constitución uruguaya, razón por la cual puede ser declarado inconstitucional por la Suprema Corte de 
Justicia». 


Entonces, creo que la solución que se propone en el proyecto de ley que está a 
consideración del Senado viene, en mi opinión —reconociendo que puede haber otras posturas 
doctrinales sobre el tema-—, a solucionar este tema que, insisto, es muy importante para un país tan 
pequeño como el Uruguay, con tan pocos habitantes y tan envejecido 


Según el informe que tengo, es importante decir que es bastante la cantidad de nietos de 
uruguayos que están inscriptos en la Corte Electoral como ciudadanos legales; seguramente ustedes 
habrán recabado sus informes. Creo que Uruguay no puede estar negando a los nietos de los 
uruguayos la calidad de ciudadanos naturales. 


Incluso, el proyecto de ley también es restrictivo porque dice que los hijos de las personas a 
quienes por el artículo 2% esta ley les otorga la calidad de nacionales, nacidos fuera del territorio 
nacional, tendrán la calidad de ciudadanos naturales. No dice que tendrán la calidad de nacionales. O 
sea, en ese aspecto es restrictivo y, por tanto, apoyo el proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Se refiere a que no diga solo «naturales». 


SEÑOR CORREA FREITAS.- No, no; que sí diga «ciudadanos naturales». Lo que no dice —y creo que 
está bien que no diga— es que tienen la calidad de nacionales. Creo que eso es correcto, está bien 
porque da a los nietos la calidad de ciudadanos naturales; no les da la calidad de nacionales, pero sí la 
ciudadanía natural, lo que es compatible con la Constitución uruguaya. 


El artículo siguiente se refiere al tema del avecinamiento. A este respecto, en el informe que 
oportunamente elaboré para el Ministerio de Relaciones Exteriores sostuve que debemos ser un poco 
cuidadosos en este tema del avecinamiento. Si bien estoy de acuerdo con flexibilizar los requisitos, el 
constituyente exige claramente el avecinamiento, y hay que probarlo. Por supuesto que no puede ser 
una prueba diabólica, no podemos establecer un trámite burocrático que haga prácticamente imposible 
o muy complicada la tramitación ante la Corte Electoral, pero creo que es bueno exigir requisitos que 
acrediten realmente el avecinamiento en nuestro país. 


Es cuanto tengo que informar y quedo a las órdenes de los integrantes de la Comisión. 


SEÑOR HEBER.- Lamentablemente, no estoy muy empapado en el tema ni tengo formación jurídica, 
así que frente a tan distinguido visitante quizás pueda cometer alguna barbaridad desde el punto de 
vista conceptual. 


Supongamos que el proyecto de ley es sancionado y creamos la ciudadanía natural para los 
nietos. El bisnieto —o sea, el hijo de este— ¿tiene algún derecho, o ahí se corta? En caso de que se 
corte, ¿no se genera alguna instancia de desigualdad o de lesión de derechos y ello da la posibilidad 
de plantear un recurso de inconstitucionalidad al respecto? 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Ante la pregunta formulada por el señor Senador Heber, debo decir dos 
cosas. Primero, creo que los bisnietos —o sea, los hijos de los nietos—, claramente, no tienen derecho ni 
tampoco tienen derecho de reclamar por inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de Justicia. ¿Por 
qué? Porque es el legislador quien, discrecionalmente, dispone esta solución. Esta es una salida, a mi 
juicio, justa, racional y ajustada a la Constitución, pero de ninguna manera nos lleva a la conclusión de 
que se puede seguir hacia atrás indefinidamente. Una cosa es que el nieto de un nacional uruguayo 
tenga derecho a la ciudadanía natural —reitero: creo que eso es absolutamente justo, racional y 
ajustado a la Constitución uruguaya-—, pero no el bisnieto; eso no tiene nada que ver. Esa situación me 
parece absolutamente clara, porque el bisnieto no tiene derecho a la ciudadanía natural ni tampoco a 
reclamar por inconstitucionalidad. Si bien puede plantear el recurso ante la Suprema Corte de Justicia 


—ese derecho no se lo podemos quitar a nadie—, no creo que en ninguna hipótesis esta le dé la razón, 
pues la solución no es inconstitucional. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Mi duda iba casi en la misma dirección, por eso tal vez ya esté contestada. 


Obviamente, tenemos las dos bibliotecas —como en todo tema de estas características—: 
quienes plantean la inconstitucionalidad y quienes defienden la no inconstitucionalidad. Escuchando al 
doctor Correa Freitas, me afilio a su tesis, pero en caso de que alguien pensara que este proyecto de 
ley es inconstitucional, ¿quiénes consideraría usted que podrían recurrir ante la Suprema Corte de 
Justicia por sentirse, de alguna manera, perjudicados por esta modificación de la ley? 


SEÑOR CORREA FREITAS.- La consulta que formula la señora Senadora Payssé tiene que ver con la 
legitimación para plantear la inconstitucionalidad. En nuestra Constitución tiene derecho a solicitar la 
declaración de inconstitucionalidad de la ley, todo aquel que se considere lesionado en su interés 
directo, personal y legítimo y, en este sentido, la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia es muy 
estricta en el análisis de estos requisitos formales en cuanto a la legitimación para plantear la cuestión 
de inconstitucionalidad. En lo que me es personal, no creo que existan legitimados para plantear la 
inconstitucionalidad de esta ley porque, ¿quién lo podría plantear? Pongamos hipótesis. En primer 
lugar, la Constitución uruguaya no admite la acción popular, es decir que cualquier habitante o 
ciudadano pueda promover la inconstitucionalidad de la ley, sino que la persona que quiera hacerlo, 
tiene que probar ante la Suprema Corte de Justicia, que tiene interés directo, personal y legítimo. 
Entonces, podríamos pensar que puede sentirse lesionado un ciudadano que nació en el territorio de la 
república y no quiere que los nietos de uruguayos nacidos en el exterior sean ciudadanos naturales, 
pero creo que claramente no tienen legitimación. No sé si me siguen el razonamiento. 


SEÑORA PAYSSÉ..- Sí, indudablemente. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Entonces, no creo en la posibilidad de que existan personas, o incluso 
instituciones, que tengan la legitimación como para promover la inconstitucionalidad de una ley como la 
que se está promoviendo en esta Comisión del Senado de la República. 


SEÑOR MIERES.- Quería hacer un par de preguntas. La primera para entender el razonamiento por el 
cual el doctor descarta la posibilidad del derecho de los bisnietos y, de ahí para abajo. Si no entiendo 
mal, si nos limitamos al estricto texto de la Constitución, no hay habilitación para los nietos, solo 
alcanza a los hijos. El doctor esgrime una interpretación que permite ir más allá. La pregunta concreta 
es por qué se detiene en los nietos. 


La segunda pregunta, tiene que ver con el avecinamiento. Me gustaría que se extendiera un 
poco en ese tema porque, al pasar, el doctor señaló que tenía algunas dudas acerca de lo que plantea 
el proyecto de ley en cuanto a la restricción con respecto a la apreciación de los requisitos para 
determinar el avecinamiento. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- La pregunta que formula el señor Senador Mieres es sumamente 
interesante, porque plantea la cuestión de por qué yo sostengo esta tesis. El tema es así: en primer 
lugar, la Constitución uruguaya no se refiere a la nacionalidad, a los nacionales, sino que habla de 
ciudadanos naturales que son los nacidos en el territorio o hijos de padre o madre oriental. En segundo 
término, por la Ley —algo que no está en la Constitución— N* 16.021, de 1989, se estableció quiénes 
son nacionales. O sea que la nacionalidad no está regulada en la Constitución, sino en la ley. El 
legislador, en su sano criterio estableció que son nacionales los nacidos en el territorio de la república y 
los hijos de padre o madre oriental. Esos son nacionales. 


Entonces, lo que yo sostengo es que hay que tener en cuenta que el legislador consagró que 
son nacionales y que tienen la nacionalidad uruguaya —al decir del doctor Jiménez de Aréchaga- tanto 
los hombres y mujeres nacidos en el territorio de la república como los hijos de padre o madre 
orientales, nacidos en el exterior, siempre que se avecinen en el territorio y se inscriban en el registro 
cívico. A mi juicio, esto permite que el legislador pueda proponer ahora algo que yo vengo sosteniendo 
desde el año 1993, es decir, que los hijos de los nacidos en el exterior también puedan tener la 


ciudadanía natural. Esa es mi interpretación, pero reitero que la Constitución no regula la nacionalidad 
sino que eso lo ha hecho la ley. Esto lo enseñaba muy bien el doctor Casinelli Muñoz, quien decía 
claramente que había que distinguir que la ciudadanía está regulada en la Constitución y que la 
nacionalidad lo está en la ley. Entonces, en la medida en que el legislador uruguayo consagró la 
nacionalidad tanto para los nacidos en nuestro país como para los nacidos en el exterior, creo que es 
de estricta justicia y ajuste a la Constitución, que los hijos de los nacidos en el exterior también tengan 
derecho a la ciudadanía natural. También se me preguntaba por qué limitarlo a los nietos y no a los 
bisnietos. Ante esto debo decir que eso depende del criterio del legislador, quien tiene la absoluta 
discrecionalidad para decidir hasta dónde se llega y creo que lo que ha hecho es racional porque 
dispuso que llega exclusivamente hasta los hijos de quienes declaran ser nacionales, y nada más. 


En cuanto al segundo punto de la consulta del señor Senador Mieres, vinculado al 
avecinamiento, debo decir que entiendo que en este proyecto de ley que está a consideración del 
Senado se flexibiliza demasiado la justificación del mismo. ¿Por qué digo esto? Porque el artículo 2* de 
esta iniciativa dice: «La justificación de los extremos requeridos precedentemente se hará ante la Corte 
Electoral la que, una vez que constatare el cumplimiento de uno solo de ellos, procederá sin más 
trámite a la inscripción en el registro correspondiente.» 


En lo personal, me gusta más la solución que figura en el proyecto de ley de la Cámara de 
Representantes que, en su artículo 3 dice lo siguiente: «Sustitúyese el artículo 5% de la Ley N* 16.021, 
de 13 de abril de 1989, por el siguiente: “Artículo 5%.- La justificación de los extremos requeridos 
precedentemente se hará ante la Corte Electoral, la que emitirá el certificado que acredite el 
avecinamiento.”» En mi opinión, este texto es mejor y se ajusta más a lo que exige el constituyente 
uruguayo, es decir, el avecinamiento. Me parece que no se puede permitir que el avecinamiento se 
pruebe simplemente por un solo extremo de los que prevé la ley vigente en este momento sino que hay 
que ser un poco más exigentes. 


SEÑORA PAYSSÉ.- En el marco de la reflexión que el doctor está haciendo y que estoy siguiendo con 
atención, me gustaría saber si considera que los literales del artículo 4% de la Ley N* 16.021, en los que 
se establecen los criterios por los cuales se interpreta el artículo 74, podrían ser actualizados. Digo 
esto en función de que dijo —o creí entender— que con uno no alcanza. ¿Cómo podría resumir la 
postura de que uno le parece demasiado poco? Acá tenemos seis. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- El artículo 4* de la Ley N* 16.021, de 13 de abril de 1989, establece una 
serie de hipótesis —diría— que son las que llevan a probar el avecinamiento. 


En primer lugar, creo que la permanencia en el país por un lapso superior a tres meses es un 
requisito imprescindible que hay que exigir, por lo menos hay que probar que la persona está tres 
meses en el país. En segundo término, sería cualquiera de los requisitos establecidos en los literales 
B), C), D) y E) sumado a la permanencia en el país por un lapso superior a tres meses. Es decir que 
habría que exigir la permanencia en el país por un lapso superior a tres meses y cualquiera de los otros 
requisitos como, por ejemplo, el arrendamiento, la promesa de adquirir, la adquisición de una finca para 
habitar en ella, la instalación de un comercio o industria, y el acceso a un empleo en la actividad 
pública o privada. Esto es contradictorio, porque no puede ingresar a la actividad pública si no es 
ciudadano natural o legal. Dice «el acceso a un empleo», pero va a ser privado, nunca va a ser público. 
El otro que me parece importante tiene que ver con la inscripción y la concurrencia a un centro de 
estudio público o privado por un lapso mínimo de dos meses. Creo que cualquiera de estos casos, 
sumado a la permanencia en el país por un lapso superior a tres meses, está bien. 


SEÑOR CAMY.- Quiero consultar al doctor sobre cuál es la razón por la que entiende o valora más 
positiva la redacción propuesta por la Cámara de Representantes, en cuanto a modificar el artículo 52 
de la Ley N* 16.021, respecto a lo que específicamente reza en el texto original. 


SEÑOR CORREA FREITAS..- Lo que he dicho es que prefiero la redacción del artículo 3% del proyecto 
de la Cámara de Representantes con relación al proyecto presentado por los señores Senadores del 
Frente Amplio en la Cámara de Senadores. No lo dije con relación al texto vigente en la Ley N* 16.021; 
quiero ser preciso. Creo que es mejor la redacción del artículo tal como lo aprobó la Cámara de 
Representantes con relación al proyecto que se está discutiendo ahora en la Cámara de Senadores. Si 


me pregunta cuál prefiero, respondo que elijo quedarme con el texto de la Ley N* 16.021 con las 
correcciones que sugería hace un momento la señora Senadora Payssé. Es decir, flexibilizar, y en ese 
sentido habría que mantener —vuelvo a insistir— la permanencia de un lapso superior a tres meses en el 
país y cualquiera de los otros requisitos previstos en la Ley N* 16.021. 


SEÑOR BORDABERRY.- Agradezco al doctor Correa Freitas que nos acompañe, siempre es un placer 
escucharlo. 


Tengo tres preguntas. La primera es muy sencilla: me gustaría saber si la ponencia de 1984 
fue publicada en algún lugar, y si nos puede dar el dato para poder leerla, sería importante. La segunda 
es que ya que citó al doctor Valdés Costa —una de las autoridades en materia de derecho financiero y 
tributario más importante de la historia jurídica del país—-, quizás nos puede decir —solo para 
orientarnos— cómo afectaría esto la calidad de sujeto pasivo de esos ciudadanos. Creo recordar que se 
es sujeto pasivo cuando se está en un país más de 180 días o se tiene el centro de los negocios en él. 
No sé si la calidad de nacional afecta en ese sentido porque, de ser ese el caso, hoy podríamos estar 
aprobando una norma que, de repente, puede tocar otra parte de la legislación nacional: la relativa a 
quién se considera contribuyente. Obviamente, tendríamos que chequear ese aspecto por 
responsabilidad legislativa. Esta era la segunda consulta que quería hacer. 


La tercera pregunta, que me parece es la «madre del borrego»: ¿qué quiso decir el 
constituyente cuando, en el artículo 74, dice «orientales». Ahí empieza el lío, es decir: ¿qué significa 
«orientales»? Hay quien dice que oriental es el nacido en la Banda Oriental del río Uruguay y, por 
ende, de ahí se deriva la definición de que tiene que ser nacido aquí. No obstante, ¿cuál es la otra 
interpretación que se contrapone a esta para decir que «oriental» es el nacido en el lado este del río? 


Gracias. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: el señor Senador Bordaberry formula tres preguntas. 
Contesto la primera: el artículo, la ponencia cuyo título es «Nacionalidad y ciudadanía en el régimen 
constitucional uruguayo», fue publicado en la revista «La justicia uruguaya», Montevideo, 1984, Tomo 
89, Sección Doctrina, páginas 11 a 13. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Después lo vamos a repartir por secretaría. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Respecto a la segunda pregunta, debo expresar al señor Senador 
Bordaberry que no estoy en condiciones de responder porque es notorio que no soy especialista en 
derecho tributario. Creo que debería consultarse a especialistas en derecho tributario para analizar el 
tema de los sujetos pasivos, que es muy interesante porque, como bien ha dicho el señor Senador 
Bordaberry, al consagrar en la ley la calidad de nacionales, por supuesto van a ser sujetos pasivos de 
los tributos que tenemos en nuestro país. Sin embargo, también debemos tener en cuenta que todo 
dependerá, en primer lugar, de si viven o no en el país y, en segundo término, de la legislación 
tributaria. 


Insisto: no quiero responder sobre un tema en el que no soy especialista; creo que debería 
consultarse a profesores de derecho tributario y derecho financiero para que analicen, justamente, el 
alcance de este planteo del señor Senador Bordaberry. 


La tercera pregunta es la sellada; es la pregunta de examen, es muy buena, excelente. En 
primer lugar, debo decir que la Constitución uruguaya utiliza una sola vez el vocablo «orientales». 


La segunda precisión que quiero hacer a este respecto es que la Constitución uruguaya no 
utiliza en ningún artículo el vocablo «uruguayo». Hay un solo ejemplo -pero que habla de 
«uruguayas»— en las Disposiciones Transitorias y Especiales, al referirse a Pluna: Primeras Líneas 
Uruguayas de Navegación Aérea. Quiere decir que el vocablo «uruguayo» no es utilizado, y me voy a 
remitir a la pregunta del señor Senador Bordaberry, que es muy difícil de contestar, primero, porque 
tendríamos que consultar a los constituyentes de 1830. 


¿Cuál es el tema? En realidad, la interpretación que se ha dado es la siguiente: el 
constituyente utilizó el vocablo «orientales» para no repetir la expresión «ciudadanos naturales». En 
otros términos, donde la Constitución dice: «Son también ciudadanos naturales los hijos de padre o 
madre orientales», debió decir «de padre o madre ciudadanos naturales». Para no repetir «ciudadanos 
naturales» se decidió utilizar el vocablo «orientales». Insisto: esta es una interpretación. Como decía, la 
interpretación es que el constituyente no quiso repetir «ciudadanos naturales» y decidió poner 
«orientales». De ahí se concluye que orientales son los ciudadanos naturales. Esto fue lo que llevó a 
Justino Jiménez de Aréchaga a sostener que uruguayos u orientales son únicamente los nacidos en el 
territorio uruguayo. Esta es la teoría de Jiménez de Aréchaga, pero la Constitución dice: «Son también 
ciudadanos naturales los hijos de padre o madre orientales, cualquiera haya sido el lugar de su 
nacimiento». ¿Quiénes son los orientales según la Constitución? Los nacidos en el territorio de la 
república. Esa es, reitero, la interpretación: que el constituyente no quiso repetir y por eso acudió al 
vocablo «orientales». Es más: como recordará el señor Senador Bordaberry, hace unos años en la 
cédula se nos calificaba como «orientales». Así, se decía: «Fulano de Tal, oriental, mayor o menor de 
edad». Esto fue así hasta que comenzó a generar dudas porque cuando uno viajaba al exterior y decía 
que era oriental, le preguntaban: «¿Oriental de dónde?». Creían que éramos chinos, o japoneses. Por 
tal motivo, hace quince o veinte años se empezó a utilizar el vocablo «uruguayo». 


Vuelvo a insistir: en principio, esta es la interpretación que debemos dar —o, por lo menos, 
que parte de la doctrina da— al vocablo «orientales». 


SEÑOR BORDABERRY.- Sin ánimo de entrar en polémica y exclusivamente tratando de encontrar 
entre todos la verdad, si la lectura del artículo 74 —que parece sensata—- que propone el doctor Correa 
Freitas consiste en que son también ciudadanos naturales los hijos de padre o madre ciudadanos 
naturales, en ese caso los hijos de padre o madre ciudadanos naturales también serían ciudadanos 
naturales, y esa calidad no se cortaría en los nietos y los bisnietos, no porque lo diga la ley, sino porque 
lo establece el texto constitucional. Esa sería la interpretación que uno haría en este caso. 


De todas formas, adelanto mi coincidencia en cuanto a lo que busca la ley. Obviamente, esa 
coincidencia en lo que busca tiene el límite de la Constitución; hasta ahí puedo llegar. 


Como muy bien señaló el doctor Correa Freitas, para terminar de oscurecer todo esto está el 
artículo 81, que es el que va a en la teoría contraria, es decir: corta esto en los hijos. 


Voy a leer su trabajo y el de Justino Jiménez de Aréchaga con mucho interés. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más preguntas, le agradecemos la presencia al doctor Correa 
Freintas. Esta siempre será su casa; puede venir cuando quiera. 


(Se retira de sala el doctor Correa Freitas). 


—En consideración el proyecto de ley sobre ciudadanía natural. 


SEÑOR BORDABERRY.- En cuanto a la intención del proyecto de ley, me animaría a adelantar una 
coincidencia con el objetivo que se busca. Tengo dudas acerca de la constitucionalidad y los efectos 
que pueda tener, por lo que me gustaría acceder a los trabajos que hoy se han citado para estudiarlos 
y poder dar una respuesta. No me refiero solo al trabajo del doctor Correa Freitas, publicado en La 
Justicia Uruguaya, sino también a ambos trabajos del doctor Justino Jiménez de Aréchaga, tanto La 
Constitución Nacional como el publicado en 1957. A partir de ahí me voy a formar una opinión que hoy 
no tengo. 


SEÑOR CAMY.- Mi pensamiento va en la misma dirección que el del señor Senador Bordaberry. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Interpreto que estamos pidiendo el aplazamiento del tratamiento de este 
proyecto, el que incluiremos como primer punto del orden del día de la próxima sesión. 


Quiero dejar constancia de que en la legislatura pasada, a pedido del ex-Senador Pasquet 
no aprobamos el proyecto de ley que venía con media sanción de la Cámara de Representantes —ya 
sabiendo que este gobierno iba a ser del Frente Amplio—, en el entendido de que íbamos a trabajar 
para modificar lo establecido en el artículo 2%, que contendría una inconstitucionalidad. Si bien el señor 
Pasquet no resultó electo Senador, internamente el Frente Amplio hizo el acuerdo de trabajar el texto 
con el Poder Ejecutivo para elaborar un proyecto que no incluyera el artículo 2? que vino de la Cámara 
de Representantes y, luego, aprobarlo. 


Se trabajó con la Cancillería y luego se presentó el texto que ahora estamos analizando; de 
manera de que, si no es el martes próximo, en todo caso será el otro, pero tenemos el compromiso de 
aprobar el proyecto a la brevedad. Todo este razonamiento es para hacer saber que la semana que 
viene, o la otra, deberíamos estar aprobando esta iniciativa en Comisión. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


—Entonces, incluiríamos este proyecto como primer punto del orden del día. Además, 
agregaríamos algún otro proyecto que esté en carpeta presentado por algún señor Senador o por el 
Poder Ejecutivo. 


Por otra parte, el señor Senador Mieres me recordó que algunos integrantes de esta comisión 
también lo son de la comisión investigadora que se nombró hace unos días, por lo que iremos 
dosificando el trabajo. En consecuencia, sesionaremos de 14:30 a 15:30, hora en que comenzaría la 
reunión de la comisión investigadora, y los días que tengamos más asuntos en el orden del día la 
secretaría hará las consultas pertinentes para ver si podemos comenzar la reunión media hora antes. 


SEÑOR CAMY.- Solicito que se repartan los artículos de Jiménez de Aréchaga a que se hizo mención. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Así procederemos. 
Se levanta la sesión. 


(Son las 15:48). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


